ANEXO 1: 

Métodos de Regulación Económica

Métodos de Regulación Económica

Los métodos que a continuación se exponen han sido extractados de Laceras (1999).

1.
Regulación según la tasa de beneficios.

El primer mecanismo utilizado para regular tarifas en Estados Unidos consistió en que las instituciones reguladoras aprobaran unos niveles y estructuras de tarifas capaces de cubrir los costos históricos en que incurrían las empresas de servicios públicos, incluyendo los costos de los capitales invertidos. Este tipo de regulación que recibió la denominación de regulación según la tasa de beneficios o rate of return regulation (ROR) fue utilizada por las comisiones reguladoras estatales para aprobar las tarifas de las empresas de suministro eléctrico, de gas y de telecomunicaciones hasta los años ochenta. La regulación según la tasa de beneficios se apoyaba en la doctrina elaborada por los tribunales de Estados Unidos durante la primera mitad  del presente siglo. Según esta doctrina, las tarifas debían permitir la recuperación de los costos, variables y de inversión, en los que “prudentemente” había incurrido la empresa de servicio público. Estos costos a recuperar incluían una retribución justa de los capitales propios invertidos o utilizados en la actividad de servicio público
.

El mecanismo de regulación según la tasa de beneficios consiste en que el regulador aprueba cada cierto tiempo las tarifas de venta o suministro de servicios públicos, de manera que los ingresos obtenidos con estas tarifas permitan cubrir  todos los costos en que razonablemente incurre la Empresa regulada, incluyendo una retribución a los capitales invertidos en los activos fijos utilizados. En Estados Unidos la revisión de las tarifas se realizaba por las instituciones de regulación (las comisiones reguladoras estatales o federales),  bien a petición de las empresas reguladas,  cuando estimaban que las tarifas eran insuficientes, bien a petición de las asociaciones de consumidores,  cuando eran éstas las que consideraban las tarifas demasiado altas. Una vez abierto e iniciado el proceso de revisión de tarifas, que incluía auditorias sobre costos variables y fijos, se imputaban los costos a los distintos servicios prestados o bienes producidos y se valoraban las inversiones que constituían la base sobre la que aplicar la tasa de beneficio que se consideraba justa  o adecuada para determinar el costo del capital. Siguiendo la doctrina de los tribunales en Estados Unidos, el regulador podría no admitir determinados costos por considerarlos “imprudentes”. En tal caso, estos costos eran soportados por las empresas reguladas. 

Los principales problemas que se ha achacado a esta forma de regulación son los escasos incentivos que genera para una gestión eficiente y los incentivos que crea a que las empresas eleven el importe de los costos necesarios para el servicio que se declaran en los expedientes de revisión de tarifas.

En la regulación según la tasa de beneficios, dos son los factores, de especial importancia que debe ser establecidos: la base a retribuir y la tasa de retribución, para lo cual se plantean las siguientes preguntas:

· ¿Cómo calcular correctamente la base que recoge el valor de los activos sobre el que aplicar la tasa de retribución?

· ¿Cuál es el valor de dicha tasa teniendo en cuenta las diferencias entre los servicios públicos regulados y otras actividades económicas?

1.1  La inversión anual a retribuir

En los expedientes de revisión de tarifas propios de la regulación según la tasa de beneficios, los costos que plantean mayores problemas en cuanto a su inclusión en los mismos y en cuanto a su valoración son los costos de inversión.  Los costos variables o de gestión son más sencillos de auditar y todas sus variaciones positivas o negativas repercutirán en los beneficios solo mientras no se modifiquen las tarifas. Una subida, por ejemplo, en el precio de los insumos elevará los costos variables, reducirá el beneficio y, si se quiere mantener la misma tasa de retribución, conducirá a una elevación de tarifas en el expediente de aprobación inmediato posterior. Los beneficios de la empresa regulada quedan por tanto restringidos básicamente por el valor de las inversiones en activo fijo y por tasa de retribución de los mismos que admite el regulador.

Una primera aproximación a la base de cálculo sobre la que aplicar la tasa de beneficios es tomar el valor contable de las inversiones en que ha incurrido la empresa; esto es, el valor del activo fijo neto o pendiente de amortizar correspondiente a las inversiones realizadas. Este coste podría ser superior o inferior al coste de inversión inicialmente previsto por la empresa, pero, si el regulador considera que ésta ha incurrido en él bajo criterios de prudencia, se incluye en la base de cálculo, con independencia de cuáles fueran los costos previstos. Este criterio, presenta el problema de ser poco apropiado para sectores económicos sometidos a fuertes procesos de innovación tecnológica, ya que no incentiva la rápida sustitución de activos tecnológicamente obsoletos, pues retribuye siempre inversiones históricas con independencia de que se estime necesaria sus sustitución por activos con tecnologías nuevas y más económicas.  

Un segundo criterio de valoración de los activos que pueden admitir el regulador, a efectos de la aprobación de las tarifas, consiste en recurrir a su valor de mercado estimado. Este valor se obtendría actualizando los flujos de ingresos esperados de los activos que se valoran. Tales ingresos se estimarían, en caso de no existir un mercado de competencia para los bienes o servicios que se obtienen con los activos que se valoran, tomando como referencia los costos marginales en lugar de los costos históricos.  Los costos marginales de largo plazo son aquellos en los que se incurriría para ofrecer una unidad más con la mejor tecnología disponible y están constituidos por los costos fijos correspondientes a las inversiones según su valor actual y equivalente
. Los costes marginales de corto plazo son los costes variables más el valor para la demanda de las limitaciones en la capacidad instalada que provoca una nueva unidad ofrecida. Cuando la actividad regulada requiere de inversiones elevadas para ampliar la capacidad instalada, o cuando hay cambios tecnológicos  importantes que afectan a la función de producción, el criterio del valor actual según el costo marginal que se acaba de definir y el de valor contable según costos históricos conducen a tarifas cuyos niveles pueden ser muy diferentes.

Según se utilice el criterio del costo medio histórico o el de costos marginales de corto o largo plazo, el perfil temporal de las tarifas puede resultar muy distinto. En caso de utilizar como base el costo histórico, el valor de los activos suele ser muy alto en los años inmediatamente posteriores a la entrada en funcionamiento de nuevas inversiones, para ir disminuyendo conforme va menguando el valor neto contable de la inversión
. Si se sigue el criterio de utilizar como base el valor actual equivalente, hay que tener en cuenta que los costos marginales de corto plazo y los de largo plazo pueden no ser coincidentes. El costo marginal de corto plazo suele ser muy bajo justo en los momentos inmediatamente posteriores a la realización de las inversiones, cuando existe exceso de capacidad en previsión de crecimientos futuros de demanda, para ir aumentando conforme va creciendo la demanda y van apareciendo nuevos problemas de restricciones por insuficiencia de la capacidad instalada. El costo marginal de largo plazo sería más bajo que los costos medios, e incluso que el costo marginal de corto plazo, en el caso de aparición de nuevas tecnologías que implicasen una caída en los costos de producción. El efecto sobre el perfil temporal de los costos marginales sería justo el contrario al que ejercen las limitaciones de capacidad, ya que los reduciría.

El dilema del regulador, en estos casos, consiste en definir cual de los dos criterios va a seguir para determinar la base de cálculo de los costos de inversión a incluir en los expedientes de tarifas. Si sigue el de los costes medios o contables cuando el activo se encuentra cerca del final de su vida útil, los precios pueden actuar como barreras de entrada para nuevos competidores, ya que serán más bajos que los precios de eficiencia. Además, no incentiva la sustitución de las tecnologías obsoletas por otras nuevas, lo que, en sectores con un ritmo vivo de innovación, como el de telecomunicaciones en los años ochenta y noventa , puede retardar los procesos de cambio tecnológico . Si opta por el otro criterio, el de establecer las tarifas según los costos marginales, las empresas pueden observar dificultades financieras notables en las etapas siguientes a aquellas en que realizan las inversiones para ampliar capacidad, ya que, en esas fases, los costos por amortización financiera de los capitales empleados en la ampliación de capacidad serán elevados, mientras que las tarifas según el costo marginal serán bajas. Por otro lado, recurrir al costo marginal requiere información sobre el valor de las restricciones para la demanda, sobre el costo de nuevas tecnologías  y sobre las dimensiones óptimas de los activos instalados, lo que obliga a recurrir a modelos de producción virtuales o teóricos cuya elaboración puede ser también problemática y discutible.

Además, los dos posibles métodos de valoración del costo de los activos a incluir en la base de cálculo permiten la aparición de comportamientos estratégicos por parte de las instituciones de regulación. Por ejemplo, el regulador podría  no seguir un mismo criterio a lo largo del tiempo para determinar las tarifas. Tal opción sería una estrategia óptima, desde el punto de vista del consumidor. En el primer periodo siguiente a una fuerte inversión en capacidad, el regulador seguiría el perfil del costo marginal y después el del costo medio con el fin de hacer máximo el excedente del consumidor en los dos períodos. Así conseguiría también que las empresas realizaran las inversiones para tener la capacidad necesaria, ya que los precios seguirían el criterio del costo marginal solo una vez que se hubieran realizado las inversiones. Actuando de esta manera, el regulador consigue hacer máximo el excedente del consumidor, pero debilita su propia credibilidad, lo que puede generar problemas, ya que las empresas acabarían adoptando decisiones no eficientes de la versión.

1.2 La tasa de retribución al capital

Un segundo problema de la regulación según la tasa de beneficios es determinar qué tasa de beneficios se admite para calcular las tarifas autorizadas. Normalmente, el regulador autorizará un costo del capital igual o ligeramente superior al costo del capital en los mercados de capitales, pues si lo estableciera más bajo, las empresas no podrían obtener recursos para sus inversiones sin recurrir en pérdidas.

El costo del capital de una empresa regulada, como el de cualquier otra empresa, se define como una media ponderada entre el costo de los recursos financieros propios (capital más reservas) y el de los recursos ajenos (deuda). La ponderación se suele hacer según el peso de estos dos tipos de financiación en el pasivo de las empresas. El costo de los recursos ajenos lo establecen los mercados financieros de forma explícita, ya que es el tipo de interés al que los bancos y las entidades de crédito o los mercados financieros en general, están dispuestos a prestar dinero a las empresas reguladas. La mayor dificultad para calcular el coste del capital que se admite en el expediente de tarifas radica, por tanto, en determinar el coste del capital propio.

Según Myers (1972), a largo plazo y si no existen imperfecciones en los mercados financieros, debería estar garantizada la siguiente igualdad en las empresas reguladas mediante tasa de beneficios:

Base autorizada por ser inversiones razonables x tasa de retribución regulada – capitales ajenos x costo de la deuda = valor de mercado de la empresa x costo del capital en los mercados

Si los mercados financieros funcionaran sin imperfecciones y el regulador autorizara unos valores de los activos netos o unas tasas de beneficios que se separasen de los valores del mercado, los mercados financieros reaccionarían adaptando el valor del mercado de la empresa al beneficio regulado. Existe por tanto una relación circular o de mutua influencia entre el coste del capital y tasa de retribución del capital regulado. Por ejemplo, los mercados de capitales reaccionarían ajustando las cotizaciones de las acciones de las empresas reguladas a variaciones en las expectativas de ingresos de éstas, según sean los expedientes de tarifas y su evolución esperada que, en la regulación mediante tasa de beneficios, depende también de la tasa de beneficios que autorice el regulador, que suele tomar como referencia, a su vez, el costo de capital de los mercados. Por tanto, la regulación y los mercados  financieros, cuando se regulan en base a costos, se influyen mutuamente, lo que deberá conducir a una convergencia de “hecho” entre las tasas de retribución reguladas y los costos de mercado del capital en las empresas reguladas. En todo caso, una buena aproximación a la tasa de beneficios regulada necesita tomar como referencia el costo de oportunidad del capital propio, corregido por los riesgos específicos de la actividad regulada.

Básicamente son tres los modelos que se suelen utilizar para calcular el costo del capital propio: el de crecimiento de dividendos, el capital asset princing model (CAPM) y el de la teoría de precios de arbitraje. 

El más utilizado de estos procedimientos es el CAPM, que consiste en determinar el coste del capital a partir de unos coeficientes (las ( de cada empresa) que representan los riesgos que el mercado identifica en esa empresa. Si consideramos que la empresa regulada está obteniendo una retribución en el mercado (medida por la evolución de la cotización más los dividendos percibidos) que representamos por Ci  y que R* es la retribución media del mercado, el coste del capital (Ci ) de la empresa i según el CAPM es:

Ci  = r + (i  (R*– r)

Siendo r la retribución de un activo sin riesgo (por ejemplo, deuda pública). Mediante técnicas sencillas de estimación se pueden calcular las (i o coeficientes de riesgo específico que el mercado asocia a la empresa regulada i. Estos valores de ( se pueden utilizar para obtener el costo del capital y ante una variación esperada de las retribuciones de mercado y de los tipos de interés sin riesgo y utilizar el resultado en el expediente de tarifas.

1.3 La regulación mediante IPC-X  

La regulación mediante IPC-X consiste en autorizar un nivel de tarifas para un período con la condición de que genere unos ingresos medios que no sean superiores a los del período anterior en una tasa previamente establecida. Esta tasa se obtiene restando, y en ocasiones sumando, una cierta cantidad de algún indicador de precios, como el índice de precios al consumo (IPC). La regulación mediante reglas que afectan  al perfil de evolución de los ingresos medios de las empresas reguladas fue inicialmente propuesta en el informe Littlechild (1983) sobre la regulación de las telecomunicaciones en el Reino Unido.
 En el informe Littlechild se recomendaba esta forma de regular precios, dadas sus ventajas frente a otras alternativas, como la regulación según la tasa de beneficios que se ha descrito en el numeral anterior. Siguiendo las recomendaciones de este informe, la regulación mediante techos de precios se aplicó por primera vez en 1984 en el Reino Unido a las tarifas de British Telecom y su utilización se ha generalizado desde entonces a la regulación de prácticamente todos los servicios públicos (v.gr. en gas , telecomunicaciones, aeropuertos, agua y electricidad) y se ha extendido a Estados Unidos, donde se está aplicando desde fechas más recientes a la regulación de las empresas de telecomunicaciones, electricidad y gas natural. En España ha comenzado a utilizarse en las tarifas eléctricas desde 1998, aunque anteriormente algunos elementos de la regulación de tarifas eléctricas y de gas natural en base a costos evolucionaban siguiendo reglas análogas a las de la regulación mediante IPC-X.

El mecanismo de regulación mediante IPC-X se puede definir de la siguiente manera:

1. El regulador comienza por aprobar un nivel inicial de ingresos que es el que permite recuperar los costos razonables “prudentes” de las empresas reguladas. En esta primera fase, los problemas de la regulación mediante techo de precios y los de regulación mediante costos reconocidos son muy similares y ya se han descrito en el numeral anterior. A partir de este cálculo inicial de los costes a cubrir se define un precio medio (o un vector de precios) capaz de generar los ingresos necesarios para un nivel de demanda determinada.

2. Después se establece una regla de evolución, a partir de estos precios iniciales, para los nuevos precios de cada período siguiente. Esta regla de evolución se define con carácter general como un cap o techo que se impone a un índice de precios en el que la ponderación de los precios, tanto nuevos (Pi) como iniciales (
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) la elige el regulador. La regulación permite que la empresa regulada adopte  un vector de precios o tarifas (P) tal que, aplicando estos valores al índice inicial de precios, el resultado no supere al valor inicial, actualizado por el factor (IPC-X)
. Si suponemos que la ponderación inicial coincide con los niveles iniciales de demanda (
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que significa que los precios o tarifas deber ser tales que los ingresos totales que generen cada año o ejercicio no deben superar a los que se hubieran obtenido aplicando a los ingresos obtenidos en el año base o de referencia el factor de actualización IPC-X.

3. Si el servicio público ofrece un output compuesto por distintos bienes servicios, de manera que simplemente mediante la agregación de las cantidades producidas de cada uno de ellos se obtiene la producción total ( = ((i , la anterior condición se puede definir también con referencia a los ingresos medios iniciales.

En el caso de la electricidad o el gas, por ejemplo, las ventas a distintos clientes, en distintas horas o en diferentes áreas geográficas, pueden sumarse para obtener el total del gas natural o de energía eléctrica distribuida. En estos casos, la regla de evolución se puede referir a los ingresos medios (ingresos necesarios para cubrir costos divididos por demanda total), como un caso  particular de la condición general antes descrita. El nuevo vector de precios no puede generar unos ingresos medios superiores a los de la situación inicial actualizados por el factor (IPC-X). La condición, referida a unos ingresos medios es ahora:
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Otro cambio introducido con relación a la expresión es que, en esta última, las ponderaciones del índice inicial son las demandas observadas en la situación final, una vez que los consumidores ha reaccionado a los nuevos precios adaptando sus consumos. Este tipo de índice es el utilizado por los reguladores de gas, electricidad y aeropuertos en el Reino Unido.

EL IPC-X puede definirse para el conjunto de bienes y servicios producidos, permitiendo que sea la empresa regulada la que defina el vector de precios o la estructura de tarifas que  cumpla esta condición, o puede ser específico para conjuntos determinados de bienes y servicios, por ejemplo, separando entre aquellos que se presta o producen en condiciones de monopolio natural, y están por tanto regulados, de aquellos otros que se venden en mercados de competencia. Aunque un índice global induce a que las empresas adopten vectores de precios que siguen la regla de la elasticidad inversa y por tanto resultan eficientes (Laffont y Tirole (1986), cuando existe incertidumbre en la demanda y en la función de costos esta regla no tiene por qué cumplirse (Asmstrong y Vickers (1996). Por otro lado, los efectos re-distributivos de un cap general también pueden aconsejar establecer límites parciales, como por ejemplo ha hecho el regulador del gas en el Reino Unido (Price  (1998)), para evitar que se suban más los precios a los consumidores con demanda menos elástica y con menor nivel de renta.

Las ventajas de esta forma de regulación son los incentivos que genera para que las empresas controlen sus costes y los gestionen acercándose a su nivel de eficiencia productiva. Puesto que el nivel de las tarifas de un año depende de una regla de evolución de los ingresos medios que es independiente de los costos, la empresa procurará que sus costos reales sean los mínimos posibles, para hacer máximo su beneficio. Si la empresa hace que la productividad crezca por encima de la X fijada obtiene beneficios superiores a los esperados, mientras que las empresas que tengan un peor comportamiento, en cuanto a la evolución de su productividad con relación a la norma establecida, quedan penalizadas, pues el márgen entre sus ingresos y sus costos sería menor que el que obtienen aquellas empresas que consiguen ganancias de productividad superiores a la X.

Aún en el caso de que la empresa regulada esté operando de forma eficiente (al mínimo coste posible dada una cierta tecnología), es defendible que el regulador decida una evolución de las tarifas por debajo del IPC, y por tanto, con una X mayor que cero, siempre que la demanda esté creciendo. 

Comparando la regulación IPC-X con la regulación mediante tasa de beneficios, se puede afirmar lo siguiente:

1. La regulación mediante IPC-X no permite ninguna traslación de costes a precios, salvo en el período inicial de revisión del nivel de precios sobre el que se aplica IPC-X y, por tanto, tiene mayores incentivos al control de costes y a una gestión eficiente.

2. En el caso de empresas multiproducto, la regulación mediante IPC-X da más flexibilidad a la empresa en el tratamiento de sus precios, pues no tiene que ajustarse a un vector determinado, sino que tienen libertad para ajustar sus precios relativos siempre que el precio medio resultante cumpla la restricción impuesta. No obstante, cuando la empresa regulada actúa en mercados de competencia  y en mercados regulados, el límite o cap de precios debería establecerse por separado, para evitar que la empresa, al ver disminuida tanto la ponderación como los precios en los segmentos en competencia, se vea sometida a la presión de elevar los precios del segmento regulado por encima de lo que debiera para cumplir el límite del cap.
3.
La amplitud del período de tiempo que media entre dos decisiones discrecionales del regulador suele ser superior a la que existe en otras normas de regulación, lo que disminuye la incertidumbre de la regulación.

A pesar de estas ventajas y de que la regulación mediante IPC-X es uno de los mecanismos más utilizados en la actualidad, no está exento de críticas, por ejemplo:

1. Puede incentivar comportamientos estratégicos del regulador, ya que los criterios para determinar las licencias de entrada o para fijar la X, o el nivel inicial de precios sobre el que se aplican, no están exactamente predeterminados.

2. No incentiva una gestión de la calidad del servicio, ya que los objetivos de la regulación son independientes de los niveles de calidad. La empresa  puede tener un incentivo a desinvertir en calidad, para un nivel dado de precios.

3. Aunque inicialmente fue defendida en el informe Littlechild como una forma de regular simple y sencilla que requería de mucha menos información por parte del regulador, que la regulación mediante tasa de beneficios, lo cierto es que las revisiones de precios y la determinación de la X requieren casi tanta información o más que otras formas de regulación.

4. En su aplicación en el Reino Unido se ha percibido como un mecanismo de regulación que ha permitido obtener grandes beneficios a las empresas reguladas y ha generado una cierta demanda de cambio hacia los reguladores. El windfall tax o impuesto sobre los beneficios extraordinarios aprobado por el gobierno laborista en 1997 es una respuesta a estas insuficiencias de la regulación mediante IPC-X como un mecanismo regulatorio 
. En fin, pese a estas criticas, lo cierto es que la regulación mediante IPC-X, con revisiones periódicas que permitan ajustar las bases, índices o ponderaciones iniciales según información que se va obteniendo y según el comportamiento que se va observando, ha aguantado el paso del tiempo y continua siendo, a finales de los noventa, uno de los mecanismos de regulación más utilizado en los servicios públicos.

3.
 La regulación mediante suelos y techos de precios    

Cuando las empresas reguladas prestan varios servicios o producen varios bienes, y unos son regulados como monopolio natural  (v. gr. la telefonía local o distribución  de energía eléctrica), mientras que otros mientras que otros se venden en mercados en competencia (v. gr. telefonía en larga distancia, generación de energía eléctrica), las tarifas pueden presentar problemas de subsidios cruzados, subvencionado los servicios en que la empresa regulada compite con otras empresas no reguladas mediante las rentas de monopolio obtenidas en los servicios regulados. Que una estructura de precios tenga subvenciones cruzadas o no depende de la estructura que se adopte  como referencia por considerarla libre de tales subvenciones. Se suelen considerar como precios subsidiados aquellos que implican vender un mismo producto, o variedades del mismo, a dos consumidores distintos a unos precios que no guardan una misma relación con sus costos
. Recientemente esta definición ha cambiado, ya que se considera que una estructura de precios que maximice el bienestar social no puede considerarse que encierra subsidios cruzados
 . Unas tarifas, por ejemplo, que siguieran la regla de elasticidad inversa no serían unas tarifas discriminadas según este segundo criterio, aunque sí lo serían según el primero. La identificación de subvenciones cruzadas es, por tanto, complicada. En todo caso, las subvenciones cruzadas provocan problemas: 

· De precios predatorios, puesto que con los beneficios obtenidos en los sectores regulados se pueden financiar los precios de actividades en competencia, de forma que los nuevos entrantes tengan que competir con precios inferiores a los costos.    

· De sostenibilidad del monopolio de servicio público, cuando el monopolio está financiando parte de los costos en que incurre por prestar el servicio en todo el mercado con los precios que obtiene en determinados de ese mercado. Si nuevas empresas entran en este último segmento sin que la estructura de tarifas elimine los subsidios cruzados , el monopolio o no podrá competir con los nuevos entrantes o tendrá que subir las tarifas que están subvencionadas.   

La regulación según la tasa de beneficios no resuelve estos problemas, porque no establece ninguna norma para determinar la estructura de tarifas. Siempre que la empresa cumpla con la restricción sobre el beneficio admitida por el regulador, cualquier estructura puede ser válida. Tampoco un IPC-X general o global , que limite la evolución de los ingresos medios conjuntos, obliga a las empresas reguladas a elegir una estructura de precios determinada. Aunque esta flexibilidad para que las empresas establezcan la estructura de tarifas es en ocasiones beneficiosa, por ejemplo, para que la propia empresa adapte los precios a precios que sigan la regla de la elasticidad inversa, cuando las empresas realizan actividades reguladas y actividades en competencia, la regulación de la estructura de las tarifas es básica para impedir el uso de subsidios cruzados con fines predatorios. Por otro lado, las dificultades de información sobre valores de las funciones de oferta y demanda hace complicado para el regulador determinar estructuras óptimas, con relación a las cuales poder comprobar la existencia de subsidios o subvenciones cruzadas.


Como solución a estos problemas, Baumol y Sidak (1994) proponen que la estructura de tarifas que apruebe el regulador consista en unos suelos y unos techos que permitan cierta flexibilidad en las decisiones de las empresas reguladas. Bajo la regulación según la tasa de beneficios, aunque las empresas reguladas puedan proponer  distintas estructuras de tarifas, el regulador aprueba sólo una de ellas. Mediante la regulación según suelos y techos de tarifas, las empresas tienen libertad para fijar los precios por productos o líneas de productos, sin ser necesaria la autorización del regulador, siempre que se sitúen dentro de los márgenes aprobados.

Baumol y Sidak (1994) proponen utilizar como techo de precios el costo aislado o Stand Alone Cost (SAC) de cada producto o servicio. El SAC se define como el costo que incurriría una nueva empresa eficiente si se decidiera a producir un bien o servicio de los que está produciendo la empresa regulada o una determinada cesta compuesta por combinaciones de estos bienes y servicios. El SAC, tal y como se acaba de definir, es el máximo precio que una empresa puede establecer, ya que cualquier precio superior provocaría la entrada de nuevas empresas atraídas por los beneficios excesivos derivados de unos precios superiores a los costos reales, y los precios tenderían nuevamente al valor del SAC.

Los techos de precios deben referirse no sólo a cada uno de los productos o servicios suministrados por la empresa regulada, sino también a cualquier subconjunto, cesta o combinación de los mismos. Por ejemplo, una empresa que suministra servicios de telefonía básica, de conexión a Internet y de servicio portador en TV por cable tendría como límite máximo los precios en que incurriría cualquier nueva empresa que produjera asiladamente uno solo de estos servicios. Pero supongamos que porque existen economías de alcance el costo de ofrecer simultáneamente el servicio de Internet y la telefonía básica es inferior a la suma de los SAC por separado y que la empresa regulada, sin embargo, establece un precio conjunto que resulta superior a estos costes de producir simultáneamente estos dos servicios. En tal caso: 1) cualquier nuevo entrante encontraría beneficiosos suministrar conjuntamente servicios de telefonía e Internet a un precio similar al que ha fijado la empresa existente y superior al SAC conjunto, y éste tendería a bajar; 2) la empresa obtendría unos beneficios que le permitirían subvencionar la actividad de TV por cable, que es una actividad en competencia. Por tanto, el límite máximo de actuar como techo no sólo en cada bien o servicio, sino también en todas las combinaciones posibles que se puedan ofrecer en el mercado.

En un principio, puede parecer que realizar los cálculos de techos de precios para cualquier combinación de servicios requeriría una cantidad de cálculos y de información enormes. En opinión de Baumol y Sidak, si los productos de la empresa se agrupan entre cinco y diez líneas de productos finales, aproximadamente, la tarea de calcular los SAC, para cada combinación de estos productos, puede  realizarse con relativa facilidad utilizando medios de computación habituales
.

En cuanto a los límites que actuarían como suelo de precios se obtendrían calculando los costos incrementales medios de cada bien o servicio de cada costo posible de bienes y servicios. El costo incremental medio de un bien o servicio (que representaremos por X) lo definen Baumol y Sidak (1994) como la diferencia entre los costos totales de la empresa cuando se suministra X y los costos cuando no se suministra ese bien o servicio, dividido por la cantidad X suministrada o producida. El suelo de los precios de cada bien o servicio o de cada conjunto de bienes o servicios estaría formado, bien por el costo incremental medio, bien por el costo marginal,
puesto que cada uno ellos determina el nivel mínimo de costos en que incurre la empresa al modificar su nivel de producción.

Estos suelos de precios, igual que ocurría con los techos, se deben calcular para cada producto o servicio asiladamente y para cada combinación de ello. Deben cumplir, por tanto, las condiciones de lo que Baumol y Sidak (1994) denominan “test combinatorio”. En particular, este test, para una empresa que produzca dos bienes o servicios X e Y, consiste en que: 

1. El precio del bien o servicio X sea al menos igual al costo incremental medio de producir X.

2. El precio de Y sea al menos igual al costo incremental medio de producir Y.

3. Los precios de X e Y sean tales que sus ingresos incrementales medios sean al menos iguales a los costes incrementales medio de producir X e Y conjuntamente.

Utilizando esta norma para determinar los suelos de precios, las posibilidades de subsidios cruzados o de precios predatorios desaparecen. En efecto, la empresa o las empresas reguladas no tendrían permitido establecer el precio de un producto de manera que generase unos ingresos inferiores al coste incremental medio de ese producto (el coste que se ahorraría la empresa si dejara de producirlo) y, por tanto, cada precio como mínimo iguala a ese costo incremental medio y no tendría que ser subsidiado. 

Baumol y Sidak (1994) señalan las siguientes ventajas de utilizar estos suelos y techos como mecanismo de regulación de precios:

1. Tiene en cuenta la posibilidad de que un nuevo competidor quiera entrar en la industria, atraído por beneficios excesivos en una determinada gama de productos o servicios. Permite, por tanto, una cierta defensa de la empresa existente frente a nuevos entrantes no eficientes.

2. Puede ser también de utilidad en el caso de una empresa multiproducto que, como las empresas ya existentes, desee beneficiarse de cuantas economías de alcance haga posibles la tecnología existente, obteniendo los beneficios de tales tecnologías, pues los suelos de precios (los costos incrementales medios) se obtienen teniendo en cuanta estas economías de alcance.

3. Requiere menos información de la que se necesita, por ejemplo, para obtener precios de Ramsey, que obliga a conocer las elasticidades de demanda de cada producto o combinación de los mismos.

4. Además, puede ser fácilmente utilizado en procesos judiciales, dada su relación con conceptos ya utilizados y admitidos por los tribunales de Estados Unidos, como el concepto de costo incremental a largo plazo. Como ya se ha comentado, el SAC de cualquier subconjunto de productos es igual a los costos totales menos el costo incremental del subconjunto complementario (el que se refiere al resto de bienes y servicios) si la empresa está produciendo de manera eficiente.

4. La participación en beneficios

Las críticas realizadas a los dos mecanismos de regulación más extendidos, el de regulación según la tasa de beneficios y la regulación mediante IPC-X, ha llevado a desarrollar alternativas que buscan evitar, tanto los incentivos a mantener costos  ineficientes, como el riesgo de permitir que las empresas reguladas acumulen unos beneficios superiores a los que considera aceptables el regulador. La participación en beneficios es una alternativa a estas dos formas de regulación que en Estados Unidos se incluye, también, bajo el nombre genérico de regulación en base a incentivos.
  A principios de este siglo, tanto en el Reino Unido como en Estados Unidos, ya se utilizó un mecanismo de regulación de participación en beneficios, puesto que ajustaba las tarifas de cada año según la tasa de beneficios real se separase de una tasa de referencia.

La regulación mediante participación en beneficios consiste en destinar parte de los beneficios obtenidos por la empresa regulada a reducir las tarifas, si aquellos superan una determinada referencia establecida por el regulador, o a aumentarlas en caso contrario. Así, por ejemplo, los precios de un año serían los del año anterior actualizados por una tasa monetaria menos un factor que representa la fracción de beneficios de cada año que el regulador decide trasladar al consumidor. La mecánica de cálculo de este factor de corrección de la norma de evolución de los precios puede hacerse de tres maneras:

1. Puede calcularse como una fracción del beneficio contable de un ejercicio económico, tal que resultara equivalente a la corrección en los precios que se aplicarían en el ejercicio siguiente. Este mecanismo resulta similar a aplicar un tipo impositivo en el impuesto sobre la renta de las sociedades para llevar a cabo la operación de cálculo de la cuota a pagar. La diferencia estriba en que esta parte del beneficio, en vez de ingresarla en la Hacienda pública, se descuenta de los ingresos esperados en el ejercicio siguiente mediante una corrección a la baja de los precios existentes. Así, una vez calculada la cuota y según las previsiones de evolución de las magnitudes monetarias y de la demanda del servicio público, el regulador determina la evolución admitida de las tarifas para el próximo año.

2.  Una segunda posibilidad es proceder en el expediente de tarifas a determinar la base de cálculo y la tasa de beneficios tal y como se realiza en la regulación mediante tasa de beneficios, estableciendo los precios apropiados a esa base y esa tasa. A partir de entonces, el regulador, cada año, autorizaría unos cambios de precios de manera que la tasa de beneficios real con los nuevos precios incorporase una parte de las desviaciones entre la tasa de beneficios inicial tomada como referencia y la que se fuera obteniendo con los precios iniciales y los costos reales de cada ejercicio.

3.  Otra posibilidad de trasladar al consumidor parte de los beneficios/pérdidas de las empresas reguladas es determinar un porcentaje de traslado a precios de las diferencias entre los costos unitarios utilizados y admitidos en cada revisión de tarifas y los costos reales. Tanto la regulación mediante IPC-X como la regulación según la tasa de beneficios serían dos casos particulares de este mecanismo de regulación, con porcentajes de cero y uno, respectivamente, de traslado a precios de las diferencias entre los costos unitarios previstos y los reales. Cualquier porcentaje entre cero y uno sería una participación en beneficios.

Las ventajas que presentan estos esquemas de regulación mediante participación en beneficios frente a la regulación mediante IPC-X, como otra alternativa de regulación en base a incentivos son las siguientes:

1.  Evita los beneficios excesivos provenientes de información defectuosa manejada por el regulador. Contrarresta así la crítica realizada a la regulación mediante IPC-X por permitir unos beneficios aparentemente excesivos en las empresas británicas de distribución de energía eléctrica, lo que ha provocado durante los años noventa frecuentes revisiones de la base de cálculo. Cuando los beneficios son superiores en un año a los previstos por las instituciones de regulación, al aprobar las tarifas se reducen las tarifas del año siguiente, al menos parcialmente trasladando parte de los beneficios al consumidor.

2.  Hace que los riesgos asociados a la evolución en el costo de los inputs sean compartidos entre consumidores y empresas, lo que resulta eficiente con relación a otros modelos de regulación que hacen recaer todo el riesgo de alteración de rentas, bien sobre las empresas (modelos que no trasladan a precios las variaciones de costos), bien sobre los consumidores (modelos que trasmiten a tarifas cualquier alteración de costos). Si los costos suben, los beneficios en ese ejercicio económico bajan y las tarifas del año siguiente tendrán en cuenta este efecto negativo sobre los beneficios para corregirlo, haciendo pagar al consumidor parte de los mayores costos, y si los costos bajan o hay ganancias de eficiencia por control y gestión de costos, parte de los mayores beneficios también se trasladan al consumidor.

3.  Hace más creíble el sostenimiento de la regla de evolución de tarifas durante un cierto tiempo, ya que la variabilidad de los resultados acumulados durante varios ejercicios (sean pérdidas o sean beneficios) es menor que en otros modelos de regulación, precisamente porque los consumidores comparten esos resultados positivos o negativos con las empresas.

4.  Reduce los incentivos a declarar sobrecostos por parte de las empresas reguladas. Por un lado, porque carece de los incentivos de la regulación según la tasa de beneficios a sobreinvertir para aumentar la base sobre la que aplicar la tasa de beneficios y, por otro, porque las empresas reguladas tienen incentivos a no reducir su cifra de beneficios, ya que la valoración de su gestión e incluso la cotización en los mercados financieros de sus títulos dependen de tales beneficios, aunque una parte de los mismos se trasladen a los consumidores.

Estas ventajas, sin embargo, pueden quedar bastante compensadas cuando se consideran sus inconvenientes al comparar con la regulación mediante IPC-X:

1.  En realidad, la regulación mediante IPC-X ya supone compartir beneficios. Por ejemplo, cada vez que el regulador procede a ajustar la base que integra los niveles de costos reconocidos en el expediente inicial sobre los que se aplicarán la norma de evolución de precios puede trasladar parte de estos beneficios al consumidor reduciendo la base. Cualquier mecanismo de regulación necesita ser revisado cada cierto tiempo para adaptarse a la evolución observada de ingresos y costos. Cualquier mecanismo de regulación, por tanto, sólo puede garantizar su estabilidad dentro de ciertos límites y siempre que no ocurran alteraciones imprevistas de costos. Tanto la participación en beneficios como la regulación mediante IPC-X, por consiguiente, necesitan revisiones periódicas de los niveles y porcentajes que los definen.

2.  El beneficio contable sobre el que se realiza el cálculo de la participación en beneficios es una magnitud difícil de medir, sobre todo en empresas con un alto volumen de activos cuyo valor de reposición o de mercado, al costo de reposición o al costo de activos actuales equivalentes, es difícil de calcular.

3.  La participación en beneficios puede hacer más creíble para las empresas que el regulador vaya a mantener los valores utilizados en la determinación de las tarifas en el corto plazo, pero puede empeorar esta credibilidad si los períodos de revisión se anuncian suficientemente largos. En efecto, ante períodos de revisión de tarifas muy largos, para una misma variabilidad en los costos en que incurren las empresas reguladas, la regulación mediante IPC-X resulta más creíble, al revisar la base en períodos de ajuste más cortos [Mayer y Vickers (1996)]. Si el regulador sólo está dispuesto a admitir como “normales” los beneficios o pérdidas acumuladas que se sitúen dentro de ciertos límites, e inicia períodos de revisión extraordinarios cuando tales límites se sobrepasan, cuanto más largo sea el período que media entre dos revisiones ordinarias, mayor es la probabilidad de que tenga que hacer una revisión extraordinaria.

En fin, pese a que la participación en beneficios ha aparecido en ocasiones como una opción teóricamente preferida a la regulación mediante IPC-X, lo cierto es que su aplicación práctica aún dista mucho de poder estar tan extendida como este último mecanismo de regulación.

5. La regulación mediante competencia referencial

Una alternativa a los mecanismos anteriores de regulación que resulta compatible con incentivos a la eficiencia productiva y que soluciona también problemas de información sobre costos es la denominada competencia referencial. La competencia referencial se apoya en la teoría que describe la mejor forma de hacer contratos cuando el comportamiento observado de varios agentes es perfectamente comparable entre sí pero es imposible observar el esfuerzo realizado por cada uno de ellos. Estas condiciones similares para poder comparar los resultados de contratos similares tienen lugar cuando la incertidumbre o las contingencias a que se enfrentan los distintos agentes están perfectamente correlacionadas, por lo que se puede inferir que para esfuerzos similares se observarán resultados también similares. Si tales correlaciones se cumplen, los contratos óptimos se diseñan de manera que la retribución que cada agente perciba sea una función de la diferencia entre sus resultados observados y una referencia (por ejemplo, la media) de los resultados del conjunto de los agentes.

Siguiendo estas ideas sobre el diseño de contratos, la determinación de la retribución de las empresas reguladas puede realizarse según sean los costos medios observados del conjunto de empresas reguladas.
  De esta manera los beneficios de cada empresa serán la diferencia entre los ingresos de acuerdo con las tarifas medias que serán iguales para todas las empresas y los costos reales en que cada una incurra. Para que se pueda aplicar este mecanismo de regulación de tarifas igual que en los contratos es necesario que la incertidumbre que afecta a los beneficios de cada empresa (a sus ingresos y a sus costos) esté correlacionada. Por ejemplo, que cuando ocurra algún acontecimiento imprevisto, como un cambio climático o un shock. en los precios de algún input, el efecto sobre la demanda o sobre los costos de cada una de las empresas reguladas sea el mismo. Esta correlación de efectos debidos a sucesos inciertos y aleatorios puede ocurrir, por ejemplo, entre empresas de distribución de energía eléctrica, cuando se define territorial o regionalmente su ámbito de funcionamiento como monopolios naturales, si ni el territorio ni la demanda tienen diferencias sustanciales en las zonas geográficas en que cada una opera.

El buen funcionamiento de este esquema de regulación depende, por tanto de la influencia que el comportamiento de una empresa tenga en los costos medios totales y del nivel de correlación que exista entre las incertidumbres que afectan a los costos de unas y otras. Por ejemplo, en Estados Unidos se ha utilizado este tipo de regulación para determinar los pagos de los seguros médicos a cada hospital en cada tratamiento. Estos pagos se hacían según la media de los costes del conjunto de hospitales en cada tipo de tratamiento. Cada hospital estaba incentivado a reducir costos, ya que las cantidades que percibía por cada enfermo tratado, según la enfermedad que tuviera, eran fijas y, en la medida en que todos los hospitales o algunos de ellos consiguieran esta reducción, la media de los costos disminuiría, afectando a la retribución establecida para el conjunto, y trasladando parte de las ganancias de eficiencia a quienes financiaban los servicios.

Con este esquema de regulación cada empresa tiene incentivos a reducir los costos con relación a las tarifas medias establecidas en función del comportamiento medio observado para el conjunto de empresas. La competencia referencial resulta, por tanto, compatible con los incentivos a la eficiencia productiva y asignativa. Si el riesgo a cambios en el comportamiento de los costos se reparte uniformemente entre las empresas, los cambios que afecten a todas las empresas modificarán las tarifas, ya que los recogerá el indicador de costos medios tomado como referencia y se trasladarán a los consumidores, mientras que los esfuerzos individuales por aumentar la eficiencia quedarán íntegramente en poder de cada empresa en particular, beneficiando a sus accionistas o a sus trabajadores.

Las posibilidad de competencia referencial entre un conjunto de empresas reguladas en un buen argumento para defender los beneficios de la separación horizontal de monopolios naturales, ya que sin esta separación este tipo de regulación no resultaría posible. En este sentido, existe un trade-off entre las economías de escala que se pueden perder al separar empresas y las ganancias de información que se obtendrían con la segmentación regional de monopolios naturales. Cuanto más se fragmente territorialmente un monopolio natural, más información se obtiene y más efectiva resulta la regulación referencial, aunque mayores pueden ser los costos derivados de menores economías de escala o alcance.

6. Los precios de acceso a redes de transporte

Algunas actividades que forman parte de los servicios públicos, como por ejemplo la transmisión de energía eléctrica, el transporte de señales de telecomunicación o la distribución de gas natural, requieren redes de uso común. La gestión y operación de estas redes tiende a separarse del resto de actividades que configuran los servicios públicos tradicionales (por ejemplo, de la comercialización, en el caso del gas natural, de la transmisión a larga distancia, en telecomunicaciones, o de la generación, en el suministro de energía eléctrica). La razón de esta separación es que las redes por tener ciertos efectos externos, además de condiciones de monopolio natural, requieren una regulación especial de tarifas y condiciones de acceso. En general, en la determinación de los precios de acceso a las redes se plantean problemas para cualquier monopolio natural, puesto que las redes suelen observar economías de escala y alcance, pero existen también problemas especiales propios de las redes de uso común que deben tenerse en cuenta en la regulación de las tarifas de acceso a redes, como son:

1. Que pueden existir efectos externos positivos en la conexión a la red que deben interiorizarse en el precio. Por ejemplo, cuantos más usuarios utilicen una misma red de telefonía, más valor tiene esa red para el conjunto de usuarios. Estos efectos externos positivos pueden provocar precios individuales de conexión inferiores a los costos directamente imputables a las mismas.

2. Que pueden existir condiciones técnicas o físicas que dificultan la definición de los derechos de propiedad por utilización de las redes y, por tanto, la identificación de los derechos y obligaciones asociados a cada transacción. Por ejemplo, en la red de energía eléctrica, el flujo de energía entre dos puntos obedece a condiciones físicas ajenas a las relaciones bilaterales de posibles contratos entre generadores y consumidores situados en esos puntos. Los precios, por tanto, no pueden fijarse mediante acuerdos bilaterales sin restricciones.

3. Que en muchas ocasiones la gestión de las redes constituye un monopolio natural y las empresas titulares de las redes, además, son también operadores en otras actividades del servicio en las que compiten con nuevas empresas. Si, en tales casos, no se regulan debidamente los precios de acceso, los titulares de la red puede discriminar en contra de sus competidores.
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� La doctrina de recuperar los costos en que prudentemente se hubiera incurrido más una tasa de beneficios sobre las inversiones realizadas equivalente a la que se obtendría en otras actividades económicas se remonta al caso de la Federal Power Commission vs. Hope Natural Gas en 1944.


� En Edward, Kay y Mayer (1987) se define el valor de los activos actuales equivalentes como el de los activos que consiguen la misma producción, en cantidad y en calidad, que los activos históricos, utilizando la mejor tecnología disponible. Un concepto análogo es el valor de los activos según previsión de costos futuros (forward-looking costs) que, a efectos de la regulación de precios, se definen en Newbery (1997) y Salinger (1998). 


� En Newbery (1997) se plantean las diferencias entre estos criterios de valoración,  siguiendo la disputa entre el regulador británico de gas (OFGAS) y la empresa Transco (British Gas), sobre la propuesta de tarifas de acceso a la red de transporte de gas natural que terminó con el informe de la Monopolies and Merger Commission (1993) que recomendó la separación de las actividades de transporte de las de comercialización de gas.


� Para un análisis formal de la regulación mediante price-cap se puede consultar Schmalensee (1989).


� En ocasiones se incluye un factor adicional (Z) que puede restar o sumar los dos términos anteriores y que es representativo de aquellos factores que influyen sobre los costos positiva o negativamente, y se encuentran fuera del control de la empresa regulada. Por ejemplo, la evolución del tipo de cambio puede afectar a ciertos costos por encima o debajo de la tasa de evolución de precios que se ha adoptado como referencia. El regulador puede incluir estos efectos mediante un factor Z de corrección a añadir a la X.


� Este impuesto gravó en un único momento los beneficios estimados que habían obtenido las empresas  reguladas mediante  IPC-X que se privatizaron en los años ochenta (agua, gas natural y electricidad). 


� Por ejemplo, Phlips (1983) y Whish (1993) dan esta definición de precios subsidiados. Nótese que unos precios o tarifas uniformes para un territorio, cuando los costos son distintos en partes del territorio, serían unas tarifas con subsidios cruzados según la definición anterior.


� Véase en este sentido Heald (1994) y Armstrong, Cowan y Vickers (1994), en particular el epígrafe 4.2.3. 


� El número de combinaciones que se pueden formar con n productos viene dado por la expresión :
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� La norma de regulación que establece Baumol y Sidak (1994) para fijar precios es la siguiente: “Si existen economías de escala en el sentido de que el costo incremental medio va disminuyendo con el volumen de output, el coste marginal debe estar por debajo del incremental medio, de manera que este último debe constituir el suelo efectivo de los precios. Si el costo incremental medio ni aumenta ni disminuye con el ouput producido, el costo marginal y el incremental medio deben ser iguales y cualquiera puede constituir el suelo efectivo. Finalmente, si el costo incremental medio aumenta cuando el output aumenta, entonces el costo marginal debe ser el más elevado de los dos, y debe servir como suelo efectivo de precios”


� En el Reino Unido, tanto el Partido Laborista como la Reguladora del Gas simpatizaron por esta forma de regulación antes de la elaboración del Green Paper sobre regulación de los servicios públicos de 1998. Desde el mundo académico, una serie de trabajos han defendido también las ventajas de esta forma de regulación. Por ejemplo, Burns, Turvey y Weyman-Jones (1995) o Schmalensee (1989). Una visión crítica de esta forma de regulación se contiene en Mayer y Vickers (1996).


� Véase Joskow y Schmalensee (1986) para una descripción de este mecanismo de regulación.





� Véase Tirole (1988) para una descripción de este tipo de contratos.


� Demski y Sappington (1984) y Shleifer (1985) fueron quienes primero aplicaron esta idea derivada de la teoría de contratos óptimos al diseño de mecanismos de regulación de servicios públicos. 
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